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(…) Esta Sala en sentencia de 18 de marzo de 2014 (RJ 2014, 1828), 
casación 114/2013, ha reconocido legitimación activa a la comisión “ad 
hoc” para impugnar el despido colectivo en el que intervino, en represen-
tación de los trabajadores, durante el período de consultas. Por identidad 
de razón ha de reconocerse dicha legitimación a la comisión “híbrida”, 
ahora examinada.

3. La “legitimación para impugnar los despidos colectivos de la ‘comi-
sión ad hoc’ y de la ‘comisión híbrida’ se ha admitido en supuestos en los 
que no existía representación legal ni sindical” para impugnar el despido 
colectivo».

C) LA EJECUCIÓN EN CONFLICTOS COLECTIVOS

¿Cuál es el procedimiento de ejecución en conflictos colectivos?

Tras la solicitud, por escrito, de los sujetos legitimados citados 
anteriormente, el Letrado de la Administración de Justicia comprue-
ba (i) que efectivamente dicho sujeto está legitimado para instar la 
ejecución y (ii) que el título en cuestión es susceptible de ejecución 
individual, requiriendo a la parte ejecutada para que, en los casos de 
ejecución pecuniaria, en el plazo de un mes —prorrogable por otro 
mes en los casos complejos— determine la deuda de cada persona 
trabajadora. Así lo dispone el artículo 247.1.c) de la LRJS:

«El secretario judicial, comprobada la legitimación activa de los ejecutantes 
y que el título ejecutivo es susceptible de ejecución individual en los términos 
establecidos en el apartado 3 del artículo 160 de esta Ley, requerirá a la 
parte ejecutada para que, tratándose de ejecución pecuniaria, en el plazo 
de un mes, que podrá prorrogarse por otro mes cuando la complejidad 
del asunto lo exija, en relación a cada uno de los trabajadores en cuya 
representación se inste la ejecución, cuantifique individualizadamente la 
deuda y proponga, en su caso, una fórmula de pago».

Por otro lado, una vez ejecutado el citado requerimiento llevado 
a cabo por el Letrado de Administración de Justicia, se dará traslado 
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al ejecutante para que en su caso manifieste conformidad o no con la 
información proporcionada, en el plazo de un mes —prorrogable tam-
bién en los supuestos complejos por otro mes—, ex art. 247.1.d) LRJS.

A partir de aquí, se pueden dar los siguientes supuestos:

(i) Que, tras el cumplimiento del requerimiento realizado, 
la parte ejecutante acepte, en todo o en parte, la información que 
se hubiera manifestado por la parte contraria. En estos casos, el 
Letrado de Administración de Justicia, documentará en su caso, la 
avenencia sobre aquello en lo que hubiera prestado conformidad 
en relación con la cuantificación y la forma de pago que se hubiera 
propuesto.

(ii) Que el ejecutado no cumpliera el requerimiento, o que se 
hubiera opuesto en todo o en parte a los datos proporcionados. En 
estos casos se seguirá el trámite incidental previsto en el artículo 238 
de la LRJS.

Se debe tener en cuenta que, de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 247.1.i) de la LRJS, para los supuestos en los que el 
conflicto sea de ámbito superior a la empresa, la ejecución colectiva 
se despachará empresa por empresa.

Además, en los supuestos en los que exista un sujeto que pudiera 
resultar beneficiado por lo dispuesto en el título ejecutivo no quisiera 
ejercitar su acción por el cauce de ejecución colectivo, podrán en su 
supuesto llevarlo a cabo de manera individual al tenor de lo dispuesto 
en el artículo 247.1.j) de la LRJS.

¿Cuáles son los límites de la ejecución colectiva de Sentencias Colec-
tivas?

El objeto de los procedimientos de conflicto colectivo es la reso-
lución de aquellas controversias jurídicas de orden colectivo —no 
siendo posible, por lo tanto, resolver sobre extremos que afectaran a 
una persona trabajadora de manera individual—.
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Por lo tanto, la sentencia de orden colectivo debe pronunciarse 
sobre aspectos de este carácter, que afecten en su caso, a un colectivo 
homogéneo de personas trabajadoras.

Por otro lado, el límite que se exige para que se pueda ejecu-
tar una sentencia colectiva de conformidad con el procedimiento 
previsto en el artículo 247 de la LRJS, es que se requiere que la 
misma contenga una serie de datos a través de los cuales, se pueda 
permitir la individualización de los efectos de la ejecución. Todo 
ello, sin que sea necesario un procedimiento que dilucide sobre 
un nuevo litigio.

No obstante lo anterior, para los supuestos de ejecución de sen-
tencias de despido colectivo, tal y como se ha indicado anteriormen-
te, no serían exigibles los requisitos previstos en el artículo 160.3 de 
la LRJS.

Como consecuencia, para la ejecución de otros conflictos colec-
tivos —no para el caso de despidos nulos— será necesario identificar 
claramente los efectos que podrían derivarse sin necesidad de un 
ulterior procedimiento individual.

¿Son ejecutables las sentencias dictadas en el seno de un procedi-
miento de conflicto colectivo?

Sí. Todo ello, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
247 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Social establece que son 
ejecutables las Sentencias recaídas en procesos de conflictos colectivos 
estimatorios de pretensión de condena y susceptibles de ejecución 
individual. Respecto de esta cuestión debe ser traída a colación la STS 
(Social) de 18 de junio de 2023 (RJ 2013/6102), donde expresamente se 
indica que es necesario que estemos ante una pretensión de condena 
estimatoria —no ante una mera declarativa o constitutiva— y que, la 
misma sea susceptible de ejecución individual:

«Esta admisibilidad ejecutoria que consagra la nueva LRJS es perfecta-
mente compatible —siquiera vaya un paso más adelante— de nuestra 
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consolidada jurisprudencia, en la que hemos sostenido que la posibilidad 
de ejecución en las sentencias colectivas —y por ello del habilitante pro-
nunciamiento de condena— “sólo rige en aquellos supuestos en los que 
el fallo colectivo contiene la imposición de una obligación con todos los 
elementos necesarios para que quede determinada y pueda hacerse efectiva 
mediante la ejecución” y que a diferencia de lo que ocurre con las senten-
cias meramente declarativas que pueden tener por objeto “la aplicación 
e interpretación de una norma general de una norma estatal, convenio 
colectivo… o una decisión o práctica de empresa desde una perspectiva 
general que coincide con el interés también general del grupo, la sentencia 
de condena no se detiene en este elemento interpretativo de carácter general, 
sino que, al imponer el cumplimiento de la obligación en el caso concreto, 
parte del cumplimiento de todos los elementos fácticos que constituyen 
esa obligación y de la inexistencia de los hechos impeditivos o extinti-
vos que pueden excluirla”. Y “… para que la declaración general que 
contiene normalmente la sentencia colectiva pueda transformarse en un 
pronunciamiento de condena ejecutable sería necesario que se precisaran 
los elementos necesarios que en plano subjetivo y objetivo determinan la 
existencia de una obligación exigible. Sólo cuando concurren esos elementos 
existe una condena que puede ser ejecutada” (SSTS 28/05/02 —rco 
1172/01 [RJ 2002, 6816]—; 11/10/11 —rco 187/10—; 20/03/12 
—rco 18/11 [RJ 2012, 4188]—; 28/03/12 —rco 48/11 [RJ 2012, 
8118]—; 26/06/12 —rco 19/11—; y 15/11/12 —rco 251/11 [RJ 
2013, 1741]—)».

¿Es necesario que la demanda que da origen al procedimiento de 
conflicto colectivo disponga de determinados datos para que la mis-
ma pueda ser ulteriormente ejecutada?

Sí. El artículo 157.1.a) establece que los procesos de conflicto 
colectivo se iniciarán mediante la correspondiente demanda. La mis-
ma contendrá, entre otros pronunciamientos, los datos, característi-
cas y requisitos precisos para una posterior individualización de los 
afectados. Sino se cumple con este requisito inicial, la sentencia no 
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podrá ser ejecutada, así se pronuncia la STS de 18 de diciembre de 2018, 
núm. 1079/2018 (RJ 2018, 6061) cuando señala que:

«La concreción individual de tales datos resultará determinante en fase de 
ejecución, pero no en esta fase declarativa inicial del proceso de conflicto 
colectivo. Por ello, más bien parece que, para estas pretensiones de condena 
susceptibles de individualización, el legislador ha querido enfatizar la 
especial necesidad de concretar los rasgos determinantes del ya comentado 
nexo de unión del grupo, siendo posible pensar que lo que el art. 157.1.a) 
LRJS (RCL 2011, 1845) exige es indicar en la demanda las circunstancias 
comunes que determinan la existencia del colectivo genérico y que, con 
posterioridad, posibilitarán identificar a los afectados e individualizar 
los efectos de la sentencia sobre ellos; pero, únicamente, como expresa la 
literalidad de la norma —y explica claramente la sentencia recurrida— 
en los supuestos en los que se formulen pretensiones de condena que sean 
susceptibles de determinación individual. Lo que constituye una opción 
para el demandante del conflicto que puede, como aquí acontece, pretender 
que se declare nula una decisión empresarial y que se reconozca un derecho 
al colectivo de trabajadores afectados, limitando su solicitud de tutela a 
tales pretensiones».

¿Qué órgano es competente para conocer de la ejecución de senten-
cias de conflicto colectivo?

Dada cuenta que la Ley Reguladora de la Jurisdicción Social no 
establece ninguna especialidad por razón de la materia, debemos 
estar ante la regla general del artículo 237.2 de la Ley Reguladora de 
la Jurisdicción Social, por la cual es competente para conocer de la 
ejecución el órgano que conoció del asunto en instancia.

¿Quiénes están legitimados para solicitar la ejecución de una senten-
cia condenatoria en un proceso de conflicto colectivo?

El artículo 247.1 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Social 
establece que, el proceso de ejecución de sentencia en conflictos colec-
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tivos se iniciará mediante escrito por los sujetos legitimados. El artículo 
continúa señalando que están legitimados:

— En los conflictos de empresa o de ámbito inferior: el empresa-
rio y los representantes legales o sindicales de los trabajadores.

— En los conflictos de ámbito superior a la empresa: las asocia-
ciones patronales y los sindicatos afectados.

Asimismo, se debe señalar que, aunque no hayan sido parte en el 
procedimiento instancia, estarán legitimados activamente para instar 
la ejecución de la sentencia los órganos unitarios de la empresa contra 
la que se interponga la ejecución, así como la empresa frente a la que 
se inste la ejecución.

Además, los sindicatos más representativos, los representativos, 
las asociaciones empresariales representativas y los órganos de repre-
sentación legal o sindical de los trabajadores podrán personarse como 
partes en la ejecución, siempre que su ámbito de representación sea 
más amplio que el del conflicto, aunque no hubieran sido parte en el 
procedimiento de instancia.

¿Deben acreditar algún tipo de facultad o poder los sindicatos que 
instan la ejecución de sentencias en nombre de los trabajadores?

Sí. El artículo 247.1.b) de la Ley Reguladora de la Jurisdicción 
Social establece que en estos casos el sindicato acreditará la correspon-
diente autorización para instar o adherirse al proceso de ejecución 
respecto de sus afiliados. Para ello basta con que el sindicato acredite 
la condición de afiliado del trabajador y la existencia de una comu-
nicación al afiliado de su voluntad de iniciar la ejecución sin que 
conste declaración en contra —artículo 20 de la Ley Reguladora de 
la Jurisdicción Social—.

Asimismo, los sindicatos también podrán instar la ejecución de 
aquellos trabajadores que no estén afiliados siempre que se acredite 
la correspondiente autorización de forma autorizada.

72



121

75La ejecución provisional o definitiva de sentencias…

En caso de sentencia de conflicto colectivo con condena pecuniaria 
¿Quién cuantifica que cantidad corresponde individualmente a cada 
acreedor?

Concierne al ejecutado determinar cuál es la cantidad que le 
corresponde a cada ejecutante, para ello dispondrá de un plazo de 
un mes a contar desde el correspondiente requerimiento judicial por 
parte del Letrado de la Administración de Justicia, no obstante, ate-
niendo a la complejidad se podrá prorrogar por otro mes.

La propuesta será remitida a los ejecutantes a los efectos de que 
manifiesten su conformidad o disconformidad con los cálculos reali-
zados por el ejecutado, para ello dispondrá de un mes, prorrogable 
por uno más atendiendo a la complejidad.

¿Es necesario que los sujetos afectados por la sentencia de conflicto 
colectivo condenatoria acudan a la ejecución colectiva?

No, ya que los sujetos que, pudiendo resultar beneficiados por 
el título ejecutivo, no quieran ejercitar su acción en el proceso de 
ejecución colectivo, podrán, en su caso, formularla individualmente 
a través del proceso declarativo que corresponda —artículo 247.1.j) 
de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Social—.

D) LA EJECUCIÓN DE SENTENCIAS FIRMES CONDENATORIAS 
AL ABONO DE CANTIDADES

¿Cuándo se puede considerar que se está ante una ejecución dineraria?

De conformidad con el artículo 239.2 letra a) de la Ley Reguladora 
de la Jurisdicción Social, se establece que, en la solicitud de ejecución 
se deberá determinar la clase de tutela ejecutiva que se presente, en 
este sentido, entre otras, está la ejecución dineraria.

La ejecución dineraria, a tenor de lo dispuesto en el artículo 
571 de la Ley Enjuiciamiento Civil, se define como la obligación que, 
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directa o indirectamente, resulte el deber de entregar una cantidad 
de dinero líquido.

¿Es necesario que la Sentencia firme que condena al abono de una 
cantidad detalle el importe preciso?

El artículo 18.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial esta-
blece que las sentencias se deberán ejecutar en sus propios térmi-
nos. Ello impide al órgano judicial que conoce de la ejecución de 
dicha sentencia, apartarse del objeto de condena reflejado en la  
misma.

Asimismo, se debe señalar que el artículo 219 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil establece que las sentencias de condena estable-
cerán el importe exacto de las cantidades o, en su caso, fijarán con 
claridad y precisión las bases para su liquidación, las cuales deberán 
consistir en una simple operación aritmética, prohibiendo expresa-
mente que la condene se efectúe con reserva de liquidación en la 
ejecución.

Estas no son cuestiones ajenas al proceso laboral, el propio artí-
culo 99 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Social establece que 
las sentencias en las que se condene al abono de una cantidad, el juez 
o tribunal determinará expresamente, sin que en ningún caso puede 
reservarse tal determinación para la ejecución.

De este modo, únicamente se pueden ejecutar aquellas sentencias 
firmes condenatorias al abono de una cantidad cuando expresamente 
detallan la cantidad o, cuando fijan con claridad y precisión las bases, 
las cuales deberán consistir en una simple operación aritmética. En 
caso contrario, la Sentencia sería inejecutable.

En este sentido, puede ser citada la STSJ de Cataluña (Social) de 
19 de enero de 2024, núm. 274/2024, la cual declara la nulidad de las 
actuaciones al no determinar la sentencia recurrida en suplicación la 
cantidad objeto de condena, haciendo que la misma sea inembargable. 
La sentencia recurrida disponía del siguiente fallo:
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«ESTIMO PARCIALMENTE la demandada interpuesta por don Luis 
María, frente a la empresa SCHINDLER, S.A. y, condeno a la empresa 
SCHINDLER, S.A. a abonar la parte restante del bonus del año 2021 al 
actor que corresponda conforme los criterios fijados en febrero de 2021 con 
la zona de Cataluña Norte, más los intereses previstos en el Fundamento 
de Derecho Quinto de la presente resolución».

Como se anticipaba, el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña 
declara la nulidad por cuanto, entiende que dicho fallo infringe lo 
dispuesto en el artículo 219 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, lo que 
hace que la Sentencia sea inejecutable:

«Por tanto, si hay condena, como es el caso, al abono de una cantidad, 
la juzgadora de instancia debió determinarla expresamente en la resolu-
ción. Téngase en cuenta que, aunque la parte dispositiva de la resolución 
recurrida no reserva al trámite de ejecución de sentencia la determinación 
exacta de la cantidad objeto de condena, si surgiera una discrepancia 
entre las partes acerca de su importe habría de ser en dicho trámite donde 
se concretara su importe, que es lo que los citados preceptos procesales 
prohíben expresamente».

Como se anunciaba anteriormente, no es necesario detallar de 
forma exacta cuál es la cantidad objeto de condena, sino que basta con 
fijar con claridad y precisión las bases para su liquidación, las cuales 
deberán consistir en una simple operación aritmética. Citamos la STSJ 
de Galicia (Social) de 21 de noviembre de 2003, rec. 1711/2003, cuyo tenor 
literal dice así:

«La Sala estima —centrando el tema en lo que es objeto de recurso, y dejan-
do aparte, ya que no procede hacerlo, por razones obvias, no obstante haber 
sido dirigido, en algunos extremos, el recurso en tal sentido, al análisis 
de la sentencia, que dio lugar a la ejecución—, que, no resultaron acre-
ditadas las prolijas infracciones, que se enumeran, porque, en definitiva, 
en la sentencia, cuyo fallo se ejecuta, se declaró, con carácter prioritario y 
decisivo, que los actores tienen derecho a percibir el complemento salarial 
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de 82.019 pesetas mensuales, en doce pagas y sin que se vea afectado por 
los incrementos del Convenio…; y el pronunciamiento es tan claro, que 
permite, con una simple operación aritmética —consistente en multiplicar 
por esa cantidad los meses reclamados—, la cantidad, que corresponde 
percibir a cada uno de los ejecutantes, en el pertinente período —se está, 
por lo tanto, en el supuesto de fijación, en la sentencia, con claridad y 
precisión, de las bases para la liquidación, consistiendo ésta en una simple 
operación aritmética, que se efectuará en la ejecución, a que hace referencia, 
por permitirlo, el artículo 219.2 de la LEC; y no en los de liquidación de 
daños y perjuicios, frutos y rentas y rendición de cuentas, o de reserva de 
determinación de la cantidad a determinar para la ejecución, etc., a las 
que, de una u otra forma, alude, sin base para ello, la recurrente—».

¿Se puede proceder en fase de ejecución a la actualización de las 
cantidades objeto de condena en la Sentencia firme cuando condena 
al pago de cantidades periódicas, por ejemplo, un plus?

Se debe indicar que, de conformidad con el artículo 99.2 de la 
Ley Reguladora de la Jurisdicción Social, cuando se reclamen canti-
dades periódicas, la Sentencia podrá incluir la condena a satisfacer 
estas cantidades que se devenguen con posterioridad. En este mismo 
sentido se pronuncia el artículo 578 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

Pero para que ello sea posible es necesario que, en la sentencia, 
además de condenar a las cantidades concretas, expresamente haga 
mención del posible devengo de futuras cantidades. Citamos la STSJ 
del País Vasco (Social) de 29 de septiembre de 2020, núm. 1182/2020, cuyo 
tenor literal dice así:

«Este precepto está previsto para la ejecución de obligaciones de venci-
miento periódico reconocidas en el propio título ejecutivo, en cuyo caso 
el vencimiento futuro de la deuda ya está recogido en el fallo de la sen-
tencia y amparado por ella, realizándose en la demanda ejecutiva una 
liquidación final de la deuda. Nada de esto ocurre en nuestro caso, en el 
que el título ejecutivo, la sentencia, partiendo del reconocimiento de los 
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pluses reclamados, realiza una condena concreta, sin mención alguna al 
posible devengo futuro de los mismos. Siendo así, no resulta de aplicación 
el artículo 578 LEC, puesto que no se trata de una condena al abono 
periódico de cantidades que se devenguen con posterioridad a la sentencia, 
—art.99.2 LRJS—.

En suma, la pretensión articulada por la parte recurrente excede del con-
tenido del título ejecutivo, por lo que el despacho de ejecución fue correcta-
mente rechazado (artículo 239.4 LRJS). Los actos ejecutivos solicitados 
no quedan comprendidos en la sentencia, la cual contiene una condena 
de cantidad concreta, ni una condena de futuro ni tampoco al abono de 
intereses.

La parte recurrente pretende introducir en ejecución cuestiones que no 
fueron recogidas en el título judicial, lo cual fue correctamente rechazado 
por el Magistrado a quo y ello no vulnera el derecho a la tutela judicial 
efectiva».

¿Se puede solicitar la ejecución de una Sentencia firme que condena 
al abono de una cantidad en moneda extranjera?

De conformidad con lo preceptuado en el artículo 577 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, el ejecutante podrá solicitar la ejecución de la sen-
tencia que le reconozca la deuda de dinero en moneda extranjera, sin 
necesidad de efectuar el cambio a euros. No obstante, se debe aclarar 
que en estos casos las costas e intereses propios de la sede de ejecución 
deberán ser abonados en moneda nacional —artículo 577.1 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil—, además en caso ulterior embargo bienes, se 
procederá a al cambio oficial a la moneda nacional el día que se decrete 
el despacho de la ejecución —art. 577.2 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil—. En este sentido se ha pronunciado la STSJ de Madrid, de 12 de 
mayo de 2021, núm. 443/2021, donde expresamente se dice:

«Debemos recordar que si la sentencia condenase al pago de la deuda en 
dólares y se hubiese de llegar a la ejecución, por no hacerse el pago en la 
especie pactada por la parte condenada, habrá de aplicarse lo dispuesto 
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en el artículo 577 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, que nos dice que si 
el título fijase la cantidad de dinero en moneda extranjera, se despachará 
la ejecución para obtenerla y entregarla, pero las costas y gastos, así como 
los intereses de demora procesal, se abonarán en la moneda nacional, 
añadiendo que para el cálculo de los bienes que han de ser embargados, 
la cantidad de moneda extranjera se computará según el cambio oficial al 
día del despacho de la ejecución. En este caso lo que podrá hacer el órgano 
judicial, si estima total o parcialmente la demanda, será condenar al pago 
en dólares según lo dicho. […] si la obligación está pactada en dólares y no 
es imposible entregarla en dicha especie, cabría su sustitución en ejecución 
de sentencia por la moneda de curso legal en España, de manera que no 
puede pretenderse la entrega directa en euros».

En el supuesto de que la Sentencia condenara al abono de una 
cantidad en moneda extranjera sin cotización oficial, el cálculo se 
hará utilizando el tipo de cambio que el tribunal considere adecuado, 
basado en las alegaciones y documentos presentados por el ejecutante 
en la demanda.

¿En fase de ejecución se pueden solicitar costas e intereses?

En este sentido, el artículo 239.2 letra b) de la Ley Reguladora 
de la Jurisdicción Social establece que, en la solitud de ejecuciones 
dinerarias se determinará la cantidad reclamada como principal, así 
como la que se estime en conceptos provisional de intereses y cos-
tas de conformidad con lo establecido con el artículo 251 de la Ley 
Reguladora de la Jurisdicción Social.

En relación con las costas, aunque en el procedimiento laboral 
rige el principio de gratuidad por el cual, no se puede imponer costas 
a las partes de un procedimiento judicial, el mismo quiebra cuando 
llega a la fase de ejecución. Citamos en este sentido la STS (Social) 14 
de octubre de 1989, cuyo tenor literal dice así:

«Recurre dicho auto la Mutua condenada arguyendo que al no ser precep-
tivo la intervención de Letrado en fase de ejecución de sentencia a tenor 
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